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EXPEDIENTE ARBITRAJE.- AR – 05 / 2017
MODALIDAD.-  DERECHO
DEMANDANTE.-  XXXXXX
DEMANDADA.-  XXXXXX
LAUDO Nº 06 / 2017
  En Toledo, a veinte de noviembre de dos mil diecisiete
Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº 2.696 del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en la sede de la Dirección General de Trabajo, Formación y Seguridad Laboral en la localidad de Toledo, Avenida de Irlanda, número 14, provisto con D.N.I. nº 52.139.382-S, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 05/2017, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha de fecha 08 de mayo de 2017, tras renuncia del inicialmente designado D. José Francisco Duchel Rubio; después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE XXXXX
XXXX, con DNI nº XXXX, que actúa en el presente procedimiento en representación de su progenitora y socia XXXXX, con D.N.I. nº X, apoderado por escritura otorgada ante el Notario XXXXX, estando legitimada activamente en este procedimiento, dada su condición de socia de la cooperativa XXXXXX, en su escrito inicial de fecha 17 de febrero de 2017 de solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, que dio lugar en su conjunto al presente expediente arbitral, se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.- Procede la actora a impugnar acuerdos adoptados en la Asamblea General celebrada en fecha 17 de diciembre de 2016, cuya convocatoria se produjo en fecha 18 de octubre de 2016 por el Consejo Rector.

Parte de señalar la intervención en la citada Asamblea de XXXXX, en calidad de asesora externa contable de la Cooperativa y de las afirmaciones que presuntamente habría realizado la Sra. XXXX en aquélla, que serían una transcripción con origen en la grabación directa realizada por el representante de la socia demandante en la Asamblea.


De la lectura de la pretendida exposición atribuida a la contable, se deducirían los siguientes aspectos: i) se adoptarían acuerdos con vigencia anual por el Consejo Rector respecto a la liquidación en cada campaña de la aceituna aportada por los socios bajo prácticas de agricultura ecológica; ii) en esa fecha el acuerdo vigente consistiría en un 60 por ciento del beneficio se haría efectivo a los productores, reteniendo la Cooperativa un 40 por ciento en compensación de las pérdidas de ejercicios anteriores, aunque se señalaba la existencia de un nuevo acuerdo del Consejo Rector, según el cual se establecía a favor de los socios la nueva proporción 80%-20% en la nueva Campaña 2016-2017, todo ello en función de la marcha de la Cooperativa y de sus resultados.
TERCERO.-  Aduce la parte demandante que los acuerdos impugnados, tanto del órgano de administración como el de la Asamblea General suponen en la práctica un enriquecimiento injusto de los socios no ecológicos y un perjuicio para los que si se acogen a estas prácticas agrícolas, dado que: i) se pagaría un precio idéntico tanto al socio ecológico como al convencional; y ii) podría retenerse al productor ecológico un 20% del beneficio para hacer frente a unos gastos, que la actora califica cono improcedentes, máxime cuando la Cooperativa vende el aceite ecológico a un precio superior del convencional.
CUARTO.-   Señala la demandante la existencia de un informe, que se habría emitido por la entidad XXXXXX, de fecha 23 de noviembre de 2015, el cual justificaría la existencia de pérdidas producidas por la transformación de la aceituna ecológica en la Cooperativa, siendo éste parcial y que contendría errores materiales que lo invalidarían.
Los argumentos que sucintamente motivarían dicha calificación por la demandante serían: i) que no se trata de una entidad independiente, siendo XXXXX la responsable de la gestión de la contabilidad y tareas administrativas en la Cooperativa demandada; ii) el informe carecería de la necesaria justificación metodológica o de los criterios seguidos para la obtención de datos: iii) no habría realizado en el mismo una auditoría de costes; iv) que los datos se habrían obtenido de los documentos y facturas facilitados por la Cooperativa; v) por la imputación de costes derivados de gastos de fumigación que corresponderían a la fase de explotación agrícola y no de la producción de aceite - actividad cooperativizada -, y por el hecho de que la misma no es necesaria en la elaboración de aceite ecológico ni tampoco es obligatorio el empleo de medios aéreos en los tratamientos fitosanitarios; vi) falta de comparación con ejercicios anteriores en los que no se molturaba aceituna ecológica en la Cooperativa; y finalmente, vii) no se habría acreditado la producción de un sobrecoste derivada de molturar la aceituna ecológica ni de los tratamientos aéreos contra las plagas.
En el concreto punto de los actividades fitosanitarias, la demandante explica en su escrito de inicio que desde el año 2012 la Cooperativa demandada y otras entidades han venido solicitando libre y voluntariamente la aplicación de fumigación aérea, con la lógica repercusión de esos gastos entre todos los socios, y que la aplicación desde el año 2008 de un producto compatible con las practicas ecológicas – el denominado SPINOSAD-CEBO -, esta así establecido por la Consejería de Agricultura regional, por lo que no se habrían generado nuevos sobrecostes a los ya existentes a la fecha de inicio de molturación de aceituna ecológica en la Cooperativa XXXX, así como que la aplicación de dichos tratamientos beneficia indistintamente a los socios convencionales y a los ecológicos, destacando que en la práctica el coste de fumigación de las parcelas no es individualizable.
QUINTO.-  En las conclusiones emitidas por la demandante, solicita de este órgano arbitral que se tenga por infringido el derecho de información que como socia ostenta frente a la Cooperativa demandada; y al tiempo solicitando que se declaren nulos y abusivos en el Laudo a dictar respecto de los acuerdos adoptados en la Asamblea General de fecha 17 de diciembre de 2016, y los adoptados en fecha desconocida por el Consejo Rector, en todo lo referente al abono de la aceituna aportado por los socios a la almazara bajo calificación ecológica.
II.- CONTESTACIÓN DE LA COOPERATIVA XXXXXX
Por su parte, la  Cooperativa XXXX con domicilio social en XXXXXX, provista de C.I.F. nº XXXXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento el letrado del ICA de XXXX, XXXXX, colegiado nº XXXX, por apoderamiento otorgado por el presidente de la entidad XXXX, con DNI nº XXXXX, ante el Notario de XXXXXX, habiéndose opuesto ante este Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y contestación de fecha 20 de abril de 2017, previa personación y solicitud de  suspensión de plazo solicitada en fecha 31 de marzo de 2017, en el que se plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   El letrado de la Cooperativa demandada destaca de inicio en su escrito que esta sería la tercera demanda con identidad de partes y de hechos objeto de la controversia, de forma que la actora habría formulado oposición a cada uno de los tres acuerdos que el Consejo Rector, en ejercicio de sus competencias, en las distintas campañas agrícolas sobre el tratamiento y liquidación de la aceituna aportada por los socios encuadrados en producción ecológica.


También se señala que la grabación aportada al procedimiento se hizo sin consentimiento de la Cooperativa, negando la realidad de la misma y que no recogería el desarrollo de la Asamblea en su totalidad, sin un mínimo de control que garantice su contenido.

SEGUNDO.- En consideración a la expuesta identidad en el fondo del asunto, la Cooperativa se limita en su escrito a reproducir íntegra la contestación y oposición ya formulada en el procedimiento arbitral AR- 09/2016, cuya resolución estaba pendiente a la fecha de inicio de este procedimiento.
TERCERO.- Así, por la representación de la cooperativa demandada, se planteó como cuestión previa que la solicitud del socio estaría sujeta a extemporaneidad, por la aplicación del plazo previsto en el artículo 68.3 de la Ley de Cooperativas, así como el artículo 53.3 de los Estatutos Sociales de la entidad demandada, habiendo superado el término de un año desde su adopción para la interposición de una posible acción de impugnación.
Respecto a la solicitud de la actora, considera la Cooperativa que no se ha delimitado en su escrito si se está reclamando la nulidad o, en su caso, la anulabilidad de los acuerdos impugnados, aspecto que variaría respecto a los plazos de caducidad establecidos en la normativa y la necesaria argumentación si la presunta violación afecta a norma legal, estatutaria o en perjuicio de los socios.
CUARTO.-   En respuesta a las alegaciones planteadas por la socia demandante, la Cooperativa XXXXX se opuso en los siguientes términos:
a) Señaló que en la Asamblea General de fecha 17 de diciembre de 2016 no se incorporó punto alguno sobre el debate y decisión sobre el abono de la aceituna ecológica, aspecto este que ya fue objeto de impugnación por la actora en anteriores arbitrajes, y que como tal fue desestimado por laudo arbitral de fecha 07 de abril de 2016, decretado por el Sr. Árbitro de este Consejo Regional D. Francisco José Seseña Aparicio, y confirmado por la resolución de la Sala de lo Civil y Penal del TSJ de Castilla-La Mancha, en su sentencia 08/2016 de fecha 24 de noviembre de 2016.
b) En consideración al tenor literal del artículo 43 de la Ley regional, no entraría dentro de las competencias de la Asamblea el acuerdo sobre el precio a pagar por los productos aportados a la actividad cooperativizada, por el contrario si correspondería al ámbito de las facultades que el artículo 56 de la Ley otorga al Consejo Rector como órgano de administración de la Cooperativa, por ello la decisión de abono de la aceituna fue adoptada por el órgano competente en anteriores reuniones y no en la Asamblea de diciembre de 2016.
QUINTO.-  La representación de la Cooperativa destaca en sus alegaciones la confusión en la calificación jurídica que se ha venido establecido por el representante de la actora, en la que no se indica el concreto precepto o preceptos cuya violación generaría la nulidad invocada – siendo la persona que firma el escrito de inicio -, y el constante silencio de la demandante sobre la ya firme resolución desestimatoria del laudo anterior en una fecha previa al presente arbitraje, siendo a la fecha de la demanda arbitral el tercer año que rige el modelo de abono de la aceituna de los socios acogidos a prácticas de agricultura ecológica, con igualdad en la cuantía de su liquidación.
SEXTO.- Con relación al alegado incumplimiento del derecho de información de todo socio, establecido en el artículo 36 de la Ley 11/2010, la Cooperativa se opone a esa afirmación en cuanto a que en cumplimiento del apartado 2º letra d) de dicho precepto se habría puesto a disposición de la demandante la información requerida, cuando se le había solicitado, y a la posible interposición de demanda ante la jurisdicción ordinaria, en el caso, de que considerara infringido ese derecho.
SÉPTIMO.- Considera la Cooperativa que siendo el órgano de administración el competente para decidir en la materia del abono y determinación del precio de la aceituna, no corresponde la incorporación de ese punto en el Orden del día de la Asamblea, siendo tan solo objeto de información a los socios. Y que por tanto, en base a la no obligatoriedad, en su caso, de su aprobación por aquélla no estaría tampoco sujeta a la previa puesta a disposición de la documentación como acontece cuando se somete a examen y aprobación las cuentas anuales o, en su caso, inversiones de gran calado para la entidad.

OCTAVO.- Con relación a la reclamación de la actora sobre la existencia de un posible enriquecimiento injusto de los cooperativistas no ecológicos y por ende, los daños y perjuicios a los que se verían obligados la demandante y otros socios bajo producción ecológica, la Cooperativa establece que es la sociedad la que produce el aceite que es objeto de venta y que la acción de resarcimientos por daños y perjuicios tiene su propia vía de acceso para la actora.
Se rechaza la invocación del artículo 37.3 de los Estatutos, en cuanto a la nulidad de los acuerdos no recogidos en el Orden del día, pero dado que este asunto no sería objeto de debate y votación en la Asamblea, sino en el marco del Consejo Rector, así es que los hechos alegados no tienen cabida en este punto.

Respecto al informe pericial incorporado por la actora, se contesta por la demandada que éste es una pericial en materia de agronomía, mientras que el de XXXXXXX tiene una naturaleza financiera/contable, por lo que no existiría los criterios comunes para confrontar o elementos de comparación.
NOVENO.- Se rechaza de plano las afirmaciones vertidas por la demandante sobre las actuaciones de fumigación aérea, por considerarlas ajenas del todo a un arbitraje en Derecho como el presente y sobre la base de conclusiones de un Informe pericial que la Cooperativa demandada no reconoce.
DÉCIMO.-  Finalizó su escrito de contestación la cooperativa demandada solicitando del Árbitro que dictara Laudo por el que se desestimara íntegramente la demanda que de contrario se había interpuesto por la socia.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Habiendo sido designado el Árbitro que suscribe en sustitución del inicialmente titular, D. José Francisco Duchel Rubio, el cual presento su renuncia a seguir conociendo del presente procedimiento, éste ya habría celebrado una vista preliminar en fecha 28 de febrero de 2017, que derivó en el acuerdo que dictó de fecha 30 de marzo de 2017 sobre los medios de prueba a practicar en la vista definitiva, el cual fue objeto de ratificación concreta por el presente órgano arbitral en su escrito de fecha 28 de junio de 2017.
Se celebró la vista definitiva en este procedimiento arbitral en fecha 14 de julio de 2017, habiendo sido así acordado por el Árbitro – y no habiéndose opuesto las partes en el procedimiento -,  al amparo de las facultades a aquel conferidas por el artículo 26 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006)  – en adelante se designa en este Laudo como el Reglamento -, que determina que “los árbitros, con sometimiento al presente Decreto, ordenarán el procedimiento arbitral con libertad para practicar cuantas diligencias consideren necesarias, aunque no les hubiesen sido solicitadas por las partes”, otorgándoles al tiempo el citado precepto a este órgano la facultad de impulsar el procedimiento con el fin de agilizar el paso de una fase a otra.
La vista definitiva tuvo lugar en la sede de los Servicios Centrales de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sita en la Avenida de Irlanda, número 14, de la ciudad de Toledo para la práctica de los medios de prueba admitidos dentro del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho, de conformidad con el artículo 22.2 del Reglamento.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia del representante de la socia demandante, XXXXX, con DNI nº XXXX, que actuó en la vista sin la asistencia de letrado respecto de la que declaró su renuncia para dicho acto; así como de la parte demandada, la Cooperativa XXXXX, representada en este acto por el presidente del Consejo Rector a la fecha de la vista, XXXXXX, con DNI nº XXXX, acompañado de la Secretaria de la entidad, XXXXX, junto con el letrado de la entidad XXXXXX.
Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje, fijando así el objeto de su petición. A continuación, se dio traslado a la entidad XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado. De igual manera, la parte demandada en el procedimiento, con carácter previo reiteró las excepciones planteadas en su escrito, siendo objeto de oposición por la parte actora. Esta fase finalizó cuando este órgano arbitral, en el ejercicio de sus funciones, decretó que la resolución sobre dichas excepciones se realizaría con carácter previo dentro del presente laudo arbitral.
Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquel y que constan en el expediente.

De contrario, la representación de la cooperativa XXXXX solicitó de éste órgano igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta cooperativa, para al tiempo aportar nueva documentación que fue admitida en el procedimiento, consistente en la copia de las actas de la Asamblea General, desde el 19 de junio de 2011 hasta el 25 de junio de 2016 (Páginas 27 a 94 del Libro de Actas de Asamblea).
En dicho acto, el redactor del Informe pericial de la actora que consta en los autos, XXXXXX, ingeniero agrónomo colegiado nº XXX, expuso aquel y se sometió a las preguntas tanto de la parte proponente como de la demandada, ratificando tanto su contenido como la metodología aplicada.

Respecto a la ratificación y declaración de la representante de XXXXXXX, XXXXX, con relación al Informe pericial que consta en el procedimiento, la demandada renunció a dicha prueba por considerar que no era necesaria dicha ratificación en sede arbitral, haciendo suyos los términos, conclusiones y metodología que en el mismo constan.
Teniéndose entonces por concluida esta vista preliminar, para a continuación decretarse con carácter inmediato la celebración en un único acto de la vista para la práctica de los medios de prueba solicitados y presentación de conclusiones.
IV.- VISTA PARA CONCLUSIONES
Finalizada la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron la necesidad de establecer sus conclusiones en forma escrita, por lo que se tuvo por finalizada la vista, a expensas de la aportación de la mismas – previa aportación de los medios de prueba pedidos por la demandante -, para que se dictara la presente resolución.

Por parte de la representación de la socia demandante se señaló que las actas de las Asambleas aportadas no estaban completas, al tiempo mostró su oposición al hecho de no haberse practicado el interrogatorio de XXXXX, aportando también nueva documental, todo ello acompañado en su escrito de fecha 17 de julio de 2017. 

Al mismo se opuso la Cooperativa demandada por escrito de fecha 20 de julio de 2017. Finalmente, se dictó acuerdo de fecha 28 de julio de 2017 por este Árbitro en el que se aportaba la documentación faltante, y se resolvía al respecto.


Por parte de la Cooperativa se remitieron sus escritos de conclusiones en fecha 17 de julio de 2017, sobre la base de su remisión a los escritos ya aportados al procedimiento, de igual forma y respecto al presente procedimiento AR-05/2017, haciendo entrega de una copia del acta de la Asamblea General (17/12/2016) objeto de controversia en fecha 31 de julio de 2017,  mientras que la actora dio cumplimiento al trámite de conclusiones en su escrito de fecha 14 de agosto de 2017.

A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.
SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
La socia demandante solicitó la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 17 de febrero de 2017, petición que se fundamentó en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en la normativa de ámbito estatal, así recogida en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.

TERCERO.-  Sobre las excepciones planteadas por la parte demandada
Con carácter previo a valorar el fondo de la controversia planteada, y ante las excepciones alegadas de inicio - reproduciendo las alegadas en el procedimiento AR-09/2016 -, este Laudo va a resolver sobre éstas comenzando en primer lugar sobre la caducidad de la acción, no cabiendo su admisión dado que sin perjuicio de que a lo largo de este Laudo se entre en las verdaderas y últimas motivaciones de la actora en la impugnación formulada contra los acuerdos adoptados en la Asamblea, celebrada el 17 de diciembre de 2016, los plazos y formas de la acción iniciada se ajustan plenamente a la normativa de aplicación, dado que el sello de Correos acredita que se remitió la demanda en fecha 17 de febrero de 2017.
Respecto a la inconcreción del objeto del procedimiento en cuanto a las diferentes solicitudes que hace en su escrito de nulidad y/o anulabilidad o de confusión en los conceptos jurídicos empleados, se debe destacar el hecho de que la actora ha actuado en este concreto procedimiento sin un asesoramiento letrado en el ejercicio de los derechos que le asisten como socia, habiendo renunciado al mismo en el mismo acto de celebración de la vista oral.
CUARTO.- Sobre la vulneración del derecho de información de los socios
La actora reclama nuevamente la vulneración, como ya hizo en el inmediato procedimiento AR-09/2016, que a su juicio, se habría producido en su derecho de información con relación a los acuerdos societarios, bien con origen en el órgano de administración cooperativo como también de la Asamblea General, que son el objeto de la presente impugnación.


De nuevo es la propia socia demandante la que aporta la convocatoria de la Asamblea General de fecha 17 de diciembre de 2016 (documento nº 2 de la demanda), y considerando que el representante de la misma ha sido la persona que habría procedido a la grabación que se aportó al procedimiento, es más que evidente que estuvo presente en aquélla, en el ejercicio de su derecho a asistir a los actos de la Cooperativa.

Sin embargo, en este caso, y así se deduce de la lectura de la demanda de inicio, la socia no ha solicitado - aun habiendo asistido a la Asamblea - con carácter previo a su interposición a obtener alguna certificación respecto de los acuerdos impugnados, o la copia del acta frente a los órganos rectores de la Cooperativa. Por ello es harto difícil mantener que la Cooperativa no haya acogido o que no se haya respetado el derecho de información de la socia, cuando ni tan siquiera se ha ejercitado por ésta, y adicionalmente, en el caso de los acuerdos de la Asamblea General, cuando estuvo presente su representante participando activamente en su desarrollo.

En consideración a los argumentos ya expuestos, debe concluirse que no se ha vulnerado el derecho de información de la socia demandante, dado que no se ha acreditado que el mismo se haya invocado u operado por la actora frente a los acuerdos que se pretenden impugnar, y que la Cooperativa hubiera hecho caso omiso o impedido en vulneración del mismo.

QUINTO.-  Sobre los acuerdos y el desarrollo de la Asamblea General de fecha 17 de diciembre de 2016
La norma que regula el acta de una Asamblea, en cuanto a la confección y que se establece como garantía en su redacción y contenido está recogida en el artículo 52 de la Ley 11/2010 de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que en sus apartados 3º,4º y 5º establece de forma detallada que:

"3. El acta de la asamblea deberá ser aprobada como último punto del orden del día, 
salvo que sea aplazada a petición de la presidencia o de los socios asistentes.


En este caso, deberá aprobarse dentro del plazo de quince días, por la presidencia, la 
secretaría y dos socios, designados entre los asistentes, que no ostenten cargos sociales 
ni estén en conflicto de intereses o hayan sido afectados a título particular por algún 
acuerdo asambleario, quienes la firmarán junto con la presidencia y la secretaría. En los 
supuestos de imposibilidad manifiesta podrán firmar el acta socios que ostenten cargos 
sociales.


4. El acta será incorporada al libro de actas de la asamblea por quien ostente la 
secretaría del consejo rector, o por los administradores o administradoras de la 
sociedad, con los requisitos exigibles para el ejercicio de su cargo. de igual forma, 
expedirán certificación del acta a petición de cualquiera de los socios, con el visto bueno 
de la presidencia, en el plazo máximo de diez días desde la solicitud.


5. El órgano de administración podrá requerir la presencia de Notario para que levante 
acta de la asamblea y estará obligado a hacerlo siempre que lo solicite al menos el diez 
por ciento de los socios en las cooperativas con más de quince y del veinticinco por 
ciento en las cooperativas con quince o menos, con siete días de antelación al previsto 
para la sesión.


Los honorarios notariales irán a cargo de la cooperativa. El acta notarial no se someterá 
a trámite de aprobación y tendrá la consideración de acta de la asamblea. Si la 
presencia del notario hubiera sido solicitada por los socios de conformidad con las 
exigencias establecidas para su ejercicio en el párrafo anterior, los acuerdos sólo serán 
eficaces si constan en acta notarial."

Tras la comprobación del acta de la Asamblea General Ordinaria de fecha 17 de diciembre de 2016 y de la sesión extraordinaria en materia electoral celebrada en la misma fecha, es verificable que se cumplió con el Orden del día y que se solicitaron tres socios que firmaran dicho documento con el fin de garantizar que fuera un fiel reflejo de lo tratado y/o acordado en dicho acto societario.

En particular, se identifica a tales socios como XXXXXX (socio nº XXXX), a XXXXX (socio nº XXXX) y a XXXXX (socio nº XXXX), los cuales firman junto con el presidente y la secretaria la referida acta de la Asamblea General, dando fe de su contenido y de que se ajusta a lo acontecido en la misma, aspecto no desmentido o refutado por la demandante. 
Respecto a la acreditación que se pretende por la representación de la demandante a través de una grabación de audio, hay que ponerla en relación con la doctrina y jurisprudencia que entra a valorar tanto su validez como los requisitos que permiten su admisión en la actividad jurisdiccional.

Acerca de la validez probatoria de las grabaciones entre particulares se ha pronunciado la sala de lo penal del Tribunal Supremo varias veces, la más reciente el 15 de julio de 2016 (STS 3585/2016). Podemos decir que la jurisprudencia es pacífica al menos en un extremo, se pueden aportar al proceso grabaciones de conversaciones particulares realizadas por uno de sus protagonistas.
Por el contrario, solo las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, mediante autorización judicial, podrán grabar conversaciones de otros. Esta misma conducta, de realizarla un particular, puede constituir un delito contra la intimidad, tipificado en el artículo 197.1 de nuestro Código Penal, que castiga con hasta cuatro años de prisión a quien “para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su consentimiento (…) intercepte sus telecomunicaciones o utilice artificios técnicos de escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de la imagen, o de cualquier otra señal de comunicación”.

Resulta de todo ello que son el secreto y la intimidad los elementos principales a considerar en cuanto a las grabaciones.

Sobre el secreto, establecía el Tribunal Constitucional en la sentencia 114/1984, de 29 de noviembre, que “no hay secreto para aquél a quien la comunicación se dirige”. Mientras que, en la misma sentencia, el Alto Tribunal matiza que, la difusión de las grabaciones sí podría atentar contra el derecho a la intimidad. Para ello sería necesario que la conversación tuviera un contenido que afectara al núcleo esencial del Derecho a la intimidad, ya sea en su ámbito personal o en el familiar. 

Por la doctrina emanada del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo podrá ser admitida la grabación de una conversación como prueba en un juicio cuando por razón de su contenido no se trate de aspectos que se refieran a la vida íntima de la persona a quien se graba, y además que quien grabe la conversación sea interlocutor en dicha conversación, es decir que no sea grabación de conversación mantenida por terceros ajenos a quien se grabó; será válido como medio de prueba cuando los principales interlocutores son precisamente las partes del procedimiento donde quiere hacerse valer como prueba dicha grabación.
Sin perjuicio de señalar que la persona que presuntamente habría realizado las afirmaciones, XXXXX, no es parte en el presente procedimiento, el órgano que resuelve debe valorar ese medio de prueba de forma conjunta con el resto de material probatorio incluido en el procedimiento y con la posible acción de otros medios, admitidos en Derecho, y que le hubieran permitido verificar a la demandante la realidad y existencia del acuerdo societario que, según ésta, le perjudicaría a sus derechos e intereses como socia de la Cooperativa. 

A más, si de verdad se pretendía por la socia "certificar" o adverar el desarrollo de la reunión asamblearia, la ley le permitía haber solicitado una redacción bajo notario, y de haberse producido su negativa, actuar en consecuencia si consideraba vulnerado alguno de sus derechos, pero no actuar de una forma unilateral en la ignorancia de la Cooperativa, sus órganos rectores y del resto de los socios asistentes, o como ya se ha resuelto en el apartado anterior haber requerido a la sociedad para que se le certificara la existencia y contenido del referido acuerdo del Consejo Rector.

No se ha acreditado en este procedimiento la existencia de las palabras que se le atribuyen a la asesora contable de la Cooperativa ni del concreto acuerdo al que se alude en ellas, y como recoge la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil en su artículo 217, norma supletoria en lo no previsto por el Decreto 72/2006,  la carga de la prueba recae en la parte demandante respecto de las afirmaciones vertidas en sus escritos:


"1. Cuando, al tiempo de dictar sentencia o resolución semejante, el tribunal 
considerase dudosos unos hechos relevantes para la decisión, desestimará las 
pretensiones del actor o del reconviniente, o las del demandado o reconvenido, según 
corresponda a unos u otros la carga de probar los hechos que permanezcan inciertos y 
fundamenten las pretensiones.


2. Corresponde al actor y al demandado reconviniente la carga de probar la certeza de 
los hechos de los que ordinariamente se desprenda, según las normas jurídicas a ellos 
aplicables, el efecto jurídico correspondiente a las pretensiones de la demanda y de la 
reconvención. (...)"


Como ya se ha expresado por este mismo Árbitro en la resolución del procedimiento AR-09/2016, por Laudo de fecha 17 de noviembre de 2017, en el que ambas partes mantuvieron idéntica controversia, aunque referida a la Asamblea General celebrada el 22 de noviembre de 2015 (en el que las posibles retenciones a favor de la Cooperativa no superarían el 40 por ciento),  en dicho procedimiento se concluyó que: 


"(...) respecto a la naturaleza y competencia en la adopción del acuerdo que, en materia 
de liquidación de su producto, afecta a los socios de la Cooperativa demandada acogidos 
a producción ecológica. Y cabe acoger similar argumentación que la expuesta en el 
Laudo de fecha 07 de abril de 2016, dado que el sistema por el que se alcanza es el 
mismo que dio lugar al procedimiento AR-09/2015, es decir, es el Consejo Rector 
como órgano de administración y de representación de la sociedad, el que al 
amparo del artículo 56, en sus apartados 1º y 4º acuerda el abono de la aceituna - 
ecológica o convencional -, con idéntico precio para todas sus clases, sin perjuicio de 
que en el futuro se retuviera hasta un 40 por ciento del precio para cubrir pérdidas de 
ejercicios anteriores."

Debemos señalar de nuevo a la socia demandante que gestión democrática de una sociedad cooperativa supone que el órgano de administración debe asumir la gestión ordinaria de la entidad, lo que no impide al socio si considera que se le perjudica en el desarrollo de la actividad cooperativizada que pueda accionar de inicio a través de una dispensa en la obligación de la aportación de la aceituna ecológica, entre otras medidas, como la que nos ocupa.

Para finalizar, por escrito que aporta la propia actora al procedimiento, habiendo sido remitido por ella en fecha 10 de octubre de 2016 al órgano de administración de la demandada - y por tanto anterior a la formulación de la presente demanda -, en el que se solicitaba de forma expresa la dispensa de la entrega de aceituna ecológica a la Cooperativa XXXX en la Campaña 2016-2017, siendo evidente que de esta forma, la actora deja sin sentido ni causa de pedir su demanda en el presente procedimiento por el que ya asume el sistema de liquidación sobre su producción, y no estaría obligada a aportar esta aceituna ecológica a la Cooperativa demandada, y en lógica consecuencia no está sujeta así los perjuicios que se pudieran derivar de las futuras retenciones a practicar, establecidas por el órgano de administración de ésta.
SEXTO.-  Sobre la valoración de los Informes periciales aportados al procedimiento
Como no puede ser de otra forma, y como ha venido manteniendo este órgano arbitral en anteriores arbitrajes, no se va a pronunciar sobre la valoración o metodologías empleadas en los informes incorporados por ambas partes en el procedimiento, así como en la conveniencia o no de los tratamientos fitosanitarios por medios aéreos o la calificación sobre los productos empleados, por ser esa una materia ajena al presente arbitraje y que se engloba en otras áreas de conocimiento.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha diecisiete de febrero de dos mil diecisiete interpuesta por XXXXX frente a la entidad XXXX.
SEGUNDO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

TERCERO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje. Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Toledo, a veinte de noviembre de dos mil diecisiete.
Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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